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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO
               SALA CIVIL FAMILIA

                        PEREIRA – RISARALDA

REQUISITO DE INMEDIATEZ/ Improcedencia de la tutela por tardanza injustificada en su presentación 
“(…) No obstante la desafiliación de la demandante al régimen de sanidad de la policía, lo que, en principio, podría dar luces sobre el resquebrajamiento de los derechos invocados, tal suceso, por cuenta de esa entidad, acaeció en el mes de marzo del año 2014 (…) ello indica que entre esa calenda y la de la promoción de esta acción trascurrieron alrededor de dos años.” 
“(…) solo se admiten excepciones a esta regla cuando se está frente a un sujeto de especial protección, de lo que no hay evidencia en el caso concreto; o cuando se justifica razonadamente la tardanza, lo cual tampoco ocurre en este evento, por cuanto no se hace alusión y menos se acredita, desde cuándo inició gestiones para solucionar el impase respectivo y por más que la Seccional Risaralda Sanidad de Policía, mantenga vigente la desafiliación, pues es claro que durante todo el tiempo anunciado, la actora pudo recurrir con más prontitud al reclamo constitucional, para que se analizara la cuestión; es decir, que ha sido por su propia desidia que no se ha gestionado ante el juez constitucional lo que corresponda frente al derecho que le asiste (…)”
CARENCIA ACTUAL DE OBJETO/ Hecho generador de la multiafiliación al sistema de salud fue superado 
“(…) en lo que respecta a Salud Total EPS, la cuestión ha pasado a un plano diferente que es la carencia actual de objeto, pues se alcanzó el objetivo que frente a ella se perseguía, como quiera que la empresa remitió la constancia de cancelación y desafiliación por novedad a partir del 26 de enero del presente año (…) lo cual facilitará la gestión ante Sanidad (…)”
Cita: Corte Constitucional, sentencia T-172 de 2013.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

           SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, febrero dos de dos mil dieciséis
Expediente 66001-22-13-000-2016-00008-00
Acta N° 040 de febrero 2 de 2016
Decide la Sala la acción de tutela promovida por Alba Marina Arias Palacio, en contra de la Dirección de Sanidad Seccional Risaralda de la Policía Nacional, COLPENSIONES y SALUD TOTAL EPS, a la que fue vinculada la Oficina de Afiliación y Actualización de Derechos de aquella Dirección. 
ANTECEDENTES

   



Alba Marina Arias Palacio, obrando en su propio nombre, acudió a esta vía en aras de la protección de los derechos fundamentales “a la salud en conexidad con la vida, la dignidad humana y de petición, de los que este es titular y que estima conculcados por la Seccional de Sanidad Risaralda de la Policía Nacional, Colpensiones y Salud Total EPS.
Relató que su esposo es agente retirado de la Policía Nacional desde hace más de 30 años y pensionado por el ISS, hoy Colpensiones; sería beneficiaria en salud por su calidad de cónyuge, pero el 27 de marzo de 2014 le fue retirado ese servicio porque ambos se encuentran vinculados tanto en Sanidad como en la EPS Salud Total, de acuerdo con el certificado expedido por la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional; a su esposo le han prestado el servicio con normalidad, pero a ella ninguna de las dos entidades lo hace, en vista de la doble afiliación; ha realizado diligencias tendientes a su desvinculación de la EPS Salud Total, porque así fue solicitado por Sanidad, pero le indicaron que el retiro era imposible hasta tanto lo hiciera Colpensiones; y en esta última entidad le argumentan que lo debe hacer la EPS; entre tanto, la Policía Nacional no la activa mientras no lleve los certificados de retiro. Aseguró que lleva más de un año y medio en procura de solucionar la situación, pero no lo ha logrado. 
Pidió, por tanto, el amparo de los derechos deprecados y como consecuencia de ello, que se le ordene a la EPS SALUD TOTAL y a COLPENSIONES, realizar los trámites respectivos para que sea activada en el servicio de salud de la Policía Nacional.
Con la demanda, aportó copia del informe de suspensión de servicio de salud, calendado a marzo 27 de 2014, emanado de la Oficina de Afiliación y Actualización de Derechos de la Seccional de Sanidad.
A la petición se le dio trámite, a la vez que se dispuso la vinculación de esta dependencia y se corrió traslado por el término de 2 días para que se ejerciera el derecho de defensa. Se pronunció el Jefe Seccional Sanidad, quien expresó que la entidad ha hecho uso de todos los mecanismos administrativos para garantizar y satisfacer las necesidades en salud de sus usuarios; que la usuaria se encuentra retirada del sistema por una multiafiliación con la EPS Salud Total y que se está a la espera del certificado de retiro de la misma para proceder a su inclusión en el régimen de excepción. Por su parte, Salud Total EPS, dio cuenta de la cancelación de la afiliación de la usuaria a partir del 26 de enero del presente año y solicitó que se declare la carencia actual de objeto.
CONSIDERACIONES
Desde 1991, con la entrada en vigencia de la Constitución Política, el constituyente incluyó en el derecho positivo nacional la acción de tutela como un mecanismo preferente y sumario destinado a la protección de los derechos fundamentales de las personas, por parte de los jueces, cuando quiera que ellos se hallen amenazados o vulnerados por la acción o la omisión de una autoridad, o de un particular en ciertos eventos. 

  



En ejercicio de esa garantía, Alba Marina Arias Palacio, quien actúa en su propio nombre, acudió en procura de la protección de los derechos fundamentales arriba señalados, que estima vulnerados por las entidades frentes a las que accionó, atendiendo a que fue retirada del servicio de salud que le prestaba la Seccional de Sanidad de Risaralda, en calidad de beneficiaria de su cónyuge como agente retirado de la Policía Nacional, por cuanto presenta una doble afiliación en el sistema, esto es, vinculada de igual manera a la EPS Salud Total.
No hay discusión en cuanto a que el derecho a la salud, en el que, en esencia, gira la trasgresión demandada, es fundamental por sí solo, como lo ha precisado desde hace un buen tiempo la jurisprudencia constitucional y lo determina ahora la Ley 1751 de 2015 (art. 1°).
  



No obstante, en el caso particular, surgen por lo menos dos situaciones relevantes que dan al traste con la protección deprecada, tal como pasa a explicarse:



 
Sin desestimar la importancia del derecho a la salud y todo lo que ello implica, como por ejemplo el sobrellevar una vida en condiciones dignas, lo que se logra con la garantía de un servicio integral que lleva inmersa la afiliación de los asociados al Sistema General de Seguridad Social en Salud, no deben olvidarse los requisitos generales de procedibilidad de una acción de esta naturaleza, entre los que cuenta el de la inmediatez. No obstante la desafiliación de la demandante al régimen de sanidad de la policía, lo que, en principio, podría dar luces sobre el resquebrajamiento de los derechos invocados, tal suceso, por cuenta de esa entidad, acaeció en el mes de marzo del año 2014, según consta el documento de folio 8 y lo indica la accionante en el libelo; ello indica que entre esa calenda y la de la promoción de esta acción trascurrieron alrededor de dos años. 
De vieja data, la misma Corte Constitucional ha enseñado que si bien el reclamo constitucional no tiene previsto un término de caducidad o de prescripción, por su naturaleza misma, es decir, por envolver la necesidad de una protección inmediata ante la presencia de una agresión inminente de un derecho, con esa misma prontitud, o al menos en un tiempo prudencial, debe procurarse la protección que esta especial vía ofrece. 

Y solo se admiten excepciones a esta regla cuando se está frente a un sujeto de especial protección, de lo que no hay evidencia en el caso concreto; o cuando se justifica razonadamente la tardanza, lo cual tampoco ocurre en este evento, por cuanto no se hace alusión y menos se acredita, desde cuándo inició gestiones para solucionar el impase respectivo y por más que la Seccional Risaralda Sanidad de Policía, mantenga vigente la desafiliación, pues es claro que durante todo el tiempo anunciado, la actora pudo recurrir con más prontitud al reclamo constitucional, para que se analizara la cuestión; es decir, que ha sido por su propia desidia que no se ha gestionado ante el juez constitucional lo que corresponda frente al derecho que le asiste, en relación con la denuncia presentada.
En la sentencia T-172 de 2013, expuso la alta Corporación que: 

    


“…Para establecer la razonabilidad del tiempo transcurrido entre el desconocimiento de la atribución fundamental y el reclamo ante el juez constitucional, la jurisprudencia ha establecido un conjunto de pasos o espacios de justificación. Al respecto, la sentencia T-743 de 2008 precisó lo siguiente:
“La Corte Constitucional ha establecido algunos de los  factores que deben ser tenidos en cuenta para determinar la razonabilidad del lapso: (i) si existe un motivo válido para la inactividad de los accionantes; (ii) si la inactividad justificada vulnera el núcleo esencial de los derechos de terceros afectados con la decisión; (iii) si existe un nexo causal entre el ejercicio tardío de la acción y la vulneración de los derechos fundamentales del interesado;
 (iv) si el fundamento de la acción de tutela surgió después de acaecida la actuación violatoria de los derechos fundamentales, de cualquier forma en un plazo no muy alejado de la fecha de interposición.

A partir del desarrollo de las nociones mencionadas, el juez de tutela puede hallar la proporcionalidad entre el medio judicial utilizado por el accionante y el fin perseguido, para de esta manera determinar la procedencia de la acción de tutela como mecanismo idóneo para la protección del derecho fundamental reclamado.

Además de lo anterior, la jurisprudencia también ha destacado que puede resultar admisible que transcurra un extenso espacio de tiempo entre el hecho que generó la vulneración y la presentación de la acción de tutela bajo dos circunstancias claramente identificables
: la primera de ellas, cuando se demuestra que la afectación es permanente en el tiempo
 y, en segundo lugar, cuando se pueda establecer que “… la especial situación de aquella persona a quien se le han vulnerado sus derechos fundamentales, convierte en desproporcionado el hecho de adjudicarle la carga de acudir a un juez; por ejemplo el estado de indefensión, interdicción, abandono, minoría de edad, incapacidad física, entre otros”.
”.

  



Trasunto del cual viene que la acción impetrada frente la referida Seccional y su oficina de Afiliación y Actualización de Derechos, se torna improcedente por falta de ese requisito general, y así se declarará.
 



Ahora, en lo que respecta a Salud Total EPS, la cuestión ha pasado a un plano diferente que es la carencia actual de objeto, pues se alcanzó el objetivo que frente a ella se perseguía, como quiera que la empresa remitió la constancia de cancelación y desafiliación por novedad a partir del 26 de enero del presente año (f. 18, 19 y 24), lo cual facilitará la gestión ante Sanidad. Así se declarará.

  



Finalmente, se absolverá a COLPENSIONES, por no hallarse de su parte vulneración alguna de los derechos invocados. 
 



DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 
Resuelve:

  



1. Se declara improcedente la acción impetrada por Alba Marina Arias Palacio, frente a la Seccional de Sanidad de la Policía Nacional y la Oficina de Afiliación y Actualización de Derechos, de esa misma dependencia.

  



2.  Se declara superado el hecho, en torno a la denuncia invocada contra Salud Total EPS.

  



3. Se absuelve a la Administradora Colombiana de Pensiones COLPENSIONES. 
  



Notifíquese  la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992 y si no es impugnada remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS                  
DUBERNEY GRISALES HERRERA

� Sentencia SU-961 de 1999.


� Sentencias T-814 de 2004 y T-243 de 2008.


� Sentencia T-883 de 2009


� Consultar, entre otras, las Sentencias T- 1110 de 2005 y T-425 de 2009.


� Sentencia T-158 de 2006.
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